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	Resumen

	El proceso judicial de repetición se constituye en una herramienta jurídica favorable a los intereses legítimos del Estado, así como en un presupuesto legal que surge como consecuencia de una decisión judicial que dispuso un valor económico como indemnización a un tercero, por las indebidas actuaciones de los servidores públicos. La presente investigación tiene como objetivo analizar los obstáculos jurisprudenciales y dogmáticos que limitan la efectividad de la acción de repetición en el Ecuador, con especial énfasis en la Resolución No. 14-2024 de la Corte Nacional de Justicia y en la determinación del dolo y la culpa grave. Para este fin, se realizó la búsqueda de distintas fuentes normativas, jurisprudenciales e investigativas recientes, con el apoyo de métodos de investigación como el dogmático, el analítico-sintético y el exegético. Se concluye que resulta indispensable fortalecer los criterios jurisprudenciales para la determinación del dolo y la culpa grave, optimizar los procedimientos de investigación administrativa y replantear las limitaciones impuestas por la jurisprudencia para garantizar la efectividad de este mecanismo de recuperación del patrimonio estatal.
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	Abstract

	The judicial process of repetition constitutes a legal tool favourable to the legitimate interests of the State, as well as a legal premise that arises as a consequence of a judicial decision that ordered an economic amount as compensation to a third party, due to the improper actions of public officials. The present study aims to analyze the jurisprudential and doctrinal obstacles that limit the effectiveness of the action of repetition in Ecuador, with special emphasis on Resolution No. 14-2024 of the National Court of Justice and on the determination of intent and gross negligence. For this purpose, a search was conducted of various recent regulatory, jurisprudential, and research sources, with the support of research methods such as the dogmatic, analytical-synthetic, and exegetical approaches. It is concluded that it is essential to strengthen jurisprudential criteria for the determination of intent and gross negligence, to optimize administrative investigation procedures, and to reconsider the limitations imposed by jurisprudence to ensure the effectiveness of this mechanism for the recovery of state assets.
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	Introducción

	Los procesos judiciales en el Ecuador, comprenden no solamente aquellos que permiten la protección de los derechos y garantías del ciudadano, sino también aquellos que hacen posible que el Estado ecuatoriano, pueda adquirir un rol protagonista, y devolver a sus arcas parte del presupuesto que se ha erogado por motivos judiciales como la indemnización económica. Al hablar de estas características, se hace alusión al denominado proceso de Repetición que, en palabras de Enríquez (2017) se conceptualiza así:  

	El derecho de repetición puede abordarse como la herramienta legal destinada a garantizar al Estado su derecho de juzgar a los funcionarios públicos responsables de daños y perjuicios a la propiedad pública o privada como resultado de acciones ilícitas derivadas de la inobservancia de los parámetros legales existentes, dolo o incapacidad. (p. 108)

	Es decir, la existencia de este proceso judicial está orientado a lograr una responsabilidad directa de los funcionarios y funcionarias para sus funciones y responsabilidades, aplicando el precepto constitucional que se refrenda en el artículo 233 de la Constitución de la República del Ecuador (2008) que: 

	Ninguna servidora ni servidor público estará exento de responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones, o por sus omisiones, y serán responsables administrativa, civil y penalmente por el manejo y administración de fondos, bienes o recursos públicos. (p. 81) 

	Lo que conlleva a establecer la importancia de contar con un servicio público transparente y eficiente desde el sentido de la burocracia; y es por esto que, el proceso judicial de repetición, acude al sentido administrativo, con el fin de fortalecer su característica de institución jurídica “pues se constituye en un conjunto de principios generales de derecho, normas jurídicas, derechos, acciones que regulan determinada situación jurídica relevante que tiene por objetivo la satisfacción de fines sociales” (Herrera, 2016, como se citó en Reyes y Torres, 2022, p. 1601). 

	De lo inicialmente expuesto, la teoría jurídica que cobija a la acción judicial de repetición, encuentra sustento y sentido sustantivo y procedimental en diversas normativas que serán analizadas en este estudio. Aunque, la jurisprudencia de la Corte Nacional de Justicia (CNJ), ha sido un elemento que de cierta manera no ha permitido que esta proposición judicial prospere, a partir del contenido de la Resolución No. 14-2024 (CNJ, 2024), que impide que el Estado en un proceso judicial ordinario, solicite la investigación pertinente para iniciar y tramitar el proceso de repetición. Así como tampoco se ha identificado plenamente cuál es y cómo debe entenderse el dolo y la culpa grave en las actuaciones negligentes de los servidores públicos.

	La presente investigación, tiene un fin plausible y encaminado al estudio del proceso de repetición, ya que se abordarán algunos planteamientos y posturas que expone la progresiva debilidad de esta institución jurídica, debido a los obstáculos jurisprudenciales y la confusa apreciación de cuándo el dolo y la culpa grave deben ser acreditados para lograr el establecimiento de un resultado judicial que aplique de manera efectiva y eficaz, la repetición a los servidores públicos del país. 

	Por consiguiente, se propone como objetivo analizar los obstáculos jurisprudenciales y dogmáticos que limitan la efectividad de la acción de repetición en el Ecuador, con especial énfasis en la Resolución No. 14-2024 (CNJ, 2024), y en la determinación del dolo y la culpa grave. Para ello, se examina el marco normativo aplicable, se determina el alcance de los elementos subjetivos de responsabilidad, se evalúa la incidencia de la resolución mencionada, se identifican las limitaciones prácticas que enfrenta el Estado y se proponen medidas para fortalecer este mecanismo de recuperación patrimonial.

	Metodología

	La investigación se desarrolló bajo un enfoque cualitativo, de tipo jurídico-documental, orientado al análisis crítico de fuentes normativas, jurisprudenciales y doctrinarias relacionadas con la acción de repetición en el Ecuador. Para el cumplimiento del objetivo planteado, se emplearon los siguientes métodos de investigación: 

	En primer lugar, se utilizó el método dogmático-jurídico, que facilitó la recopilación ordenada y fundamentada de las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias que regulan la acción de repetición. Este enfoque permitió centrar el análisis en el derecho objetivo, abarcando tanto las normas jurídicas como el sistema normativo en su conjunto, a partir del examen de las fuentes formales del ordenamiento jurídico ecuatoriano.

	De igual forma, se aplicó el método analítico-sintético, que posibilitó descomponer el objeto de estudio en sus elementos constitutivos —naturaleza jurídica, presupuestos subjetivos, procedimiento y obstáculos prácticos—, examinarlos individualmente y, posteriormente, integrarlos para obtener una visión global del fenómeno. Este método resultó clave para identificar las relaciones y tensiones entre los distintos componentes de la acción de repetición, articulando lo general con lo particular y permitiendo un razonamiento que transita entre lo inductivo y lo deductivo.

	Asimismo, se recurrió al método exegético, que desempeñó un papel relevante en la interpretación normativa. Su aplicación permitió comprender el contenido y alcance de las disposiciones legales aplicables, atendiendo al sentido literal de los textos, su contexto sistemático y la finalidad perseguida por el legislador, aspecto fundamental para abordar los elementos que conforman el proceso judicial de repetición. El estudio presenta como limitación su carácter exclusivamente documental y teórico, sin incorporar trabajo de campo ni análisis empírico de expedientes judiciales. No obstante, dicha limitación se compensa con el rigor en el manejo de las fuentes y la profundidad del análisis dogmático y jurisprudencial.

	Desarrollo

	La acción de repetición en el ordenamiento jurídico ecuatoriano

	La repetición debe ser entendida como un mecanismo judicial de trascendencia y preponderancia en el medio legal del Ecuador, que puede ser singularizada en distintas normas jurídicas del Ecuador, considerando inicialmente que Constitución de la República del Ecuador (2008), refrenda en el artículo 11, numeral 9, que:

	El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que actúe en ejercicio de una potestad pública, estarán obligados a reparar las violaciones a los derechos de los particulares por la falta o deficiencia en la prestación de los servicios públicos, o por las acciones u omisiones de sus funcionarias y funcionarios. El Estado ejercerá de forma inmediata el derecho de repetición en contra de las personas responsables del daño producido, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y administrativas. (p. 12)

	Asimismo, y considerando el enfoque de responsabilidad, el Código Orgánico Administrativo (2017) en el artículo 15, prescribe que:

	El Estado responderá por los daños como consecuencia de la falta o deficiencia en la prestación de los servicios públicos o las acciones u omisiones de sus servidores públicos o los sujetos de derecho privado que actúan en ejercicio de una potestad pública por delegación del Estado y sus dependientes, controlados o contratistas. (p. 4)

	En la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (2009) se explica en el artículo 67, de la siguiente manera:

	La repetición tiene por objeto declarar y hacer efectiva la responsabilidad patrimonial por dolo o culpa grave de las servidoras y servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, cuando el Estado ha sido condenado a reparar materialmente mediante sentencia o auto definitivo en un proceso de garantías jurisdiccionales o en una sentencia o resolución definitiva de un organismo internacional de protección de derechos. (p. 23)

	En este punto, el establecimiento de esta institución jurídica no deja un espacio de confusión en su interpretación, ya que la idea central de este juicio -desde el sentido jurídico- está en recuperar lo que el Estado ha erogado de sus recursos, como resultado del indebido comportamiento de quienes ejercen funciones estatales en el escenario institucional. Basado en esto, el ordenamiento jurídico ecuatoriano, ha instaurado este proceso judicial hacia el fortalecimiento constitucional, orientado al garantismo de derechos, y a apreciar el incremento de la responsabilidad del Estado en el cumplimiento de sus funciones, lo que involucra per se, a los y las funcionarios del sector público (Pérez y Andrade, 2025). 

	Sumado a estos criterios que parten del contexto legislativo, la investigación de Rodas y Jaramillo (2025) establece un criterio loable y comprensible para entender en sí qué significa el proceso judicial de repetición, ya que los autores mencionan que: 

	La acción de repetición constituye un instrumento legal contemplado en la Constitución del Ecuador y en su legislación complementaria, que permite al Estado, una vez que ha indemnizado a un ciudadano por los actos ilícitos o administrativos de un servidor público, reclamarle a este el reintegro de los montos pagados, siempre que se acredite su responsabilidad por dolo o culpa.  (p. 1579)

	Así las cosas, la acción de repetición, se sostiene en elementos de preponderancia en el contexto jurídico ecuatoriano, como su ejercicio en el derecho público, la misma que puede ejercerse con un ex servidor o servidor público; y elementalmente, considerando el dolo o la grave culpa del mismo, en el ejercicio de sus funciones y deberes en el espacio de la administración pública. El resultado –en teoría- es el resarcimiento de los valores económicos erogados por el Estado, por parte de los servidores que actuaron indebidamente. 

	Pese a esta amalgama de definiciones legislativas, y ante la profusa cantidad de investigaciones y doctrina especializada sobre el tema ¿qué ha sucedido que no se ha dado un proceso judicial con un resultado de repetición a prima facie?. Tal parece que la intención legislativa en este proceso judicial, no ha superado en este tiempo el límite teórico de su composición normativa. Basado en esto, es que el proceso de repetición, si bien tienen un amplio soporte legal, presupuestos como el dolo y culpa grave, debilidad e indebida realización de la investigación administrativa, y verificación de la singularización de la actividad administrativa, han dejado sin una base de arranque en este proceso judicial. Además, y como refiere la investigación de Duque (2012, como se citó en Jaramillo, 2024): 

	La razones detrás de la ineficacia de la Acción de Repetición se debe a la omisión de las entidades estatales en ejercer una defensa adecuada del patrimonio público, sumada a la ausencia de profesionales del derecho que participen de manera continua e ininterrumpida, ya que los procesos Contencioso Administrativos en materia de Repetición pueden durar entre 6 y 18 años. Esto lleva a que los abogados abandonen el proceso o presenten requisitos fuera de plazo, lo que resulta en fallos absolutorios para los agentes estatales. (p. 72)

	La referencia en mención es plausible al presente estudio, esto desde las serias limitaciones que se han dado para obtener un resultado judicial necesario y evaluativo, que si bien puede ser por los motivos que expone dicha cita: No obstante, el dolo debe ser valorado desde un sentido sustancial para alcanzar su declaración jurisdiccional; y, eventualmente, establecer su existencia en la realidad y verdad procesal que se origine en un caso, para alcanzar una resolución positiva. Esto será debidamente explicado en el desarrollo de esta investigación.

	El dolo y la culpa grave como elementos necesarios del proceso judicial de repetición

	La relación entre el derecho administrativo y sus servidores se sostiene en un conjunto de principios, derechos, garantías y responsabilidades que deben impregnar todas las actividades de la función pública. En el marco jurídico ecuatoriano, estos principios no se limitan a ser reglas de cumplimiento forzoso, sino que funcionan como directrices de actuación que guían y acotan el ejercicio de la potestad administrativa (Piray et al., 2024). 

	El Código Orgánico Administrativo (2017) ha recogido expresamente principios como juridicidad, eficiencia, calidad, transparencia y buena administración, los cuales, además de su valor normativo, fijan el nivel de diligencia exigible a los servidores públicos y condicionan la validez de toda decisión administrativa. Frente a esto, se debe considerar con absoluta verdad, que los comportamientos profesionales y laborales de quienes están dentro de las administraciones públicas, tienden en ciertos casos, a inclinarse por cometer irregularidades de buena fe, pero también con total o completo desconocimiento de los procedimientos administrativos que prevé el Código Orgánico Administrativo (2017).

	Este evento, compromete seriamente la situación personal de quien es empleado público, no obstante, cabe la inquietud ¿cómo se puede configurar la mala fe y el dolo por parte de un empleado público?. Como ribete a esta interrogante, la CCE (2023), ha emitido la sentencia No. 439-17-EP/23, que se constituye en la guía concreta para iniciar el proceso de repetición, desde el ámbito jurisdiccional a nivel nacional, y refiere cuáles son los requisitos que deben considerarse para presentar una demanda de Repetición, en el que se menciona al dolo y a la culpa grave como parte de estos requisitos. En lo pertinente la sentencia instruye: 

	a) que el Estado haya sido condenado a reparar materialmente mediante sentencia o autos definitivos en un proceso de garantías jurisdiccionales o en una sentencia o resolución de un organismo internacional de protección de derechos; 

	b) que el Estado haya pagado la totalidad por concepto de reparación material a favor de la víctima;

	c) que la disposición de pago por concepto de reparación integral se haya producido como consecuencia de la conducta dolosa o culposa del funcionario o ex funcionario público debidamente comprobada;

	d) para casos en los que la máxima autoridad sea la legitimada activa, previo a la presentación de la demanda, esta deberá determinar la identidad de las personas presuntamente responsables de la violación o violaciones de derechos, a través de una investigación que no podrá extenderse por más del término de 20 días. La máxima autoridad de dicha institución estará obligada a identificar al presunto o presuntos responsables, aún en el caso de que ya no continúen trabajando para dicha institución; y;

	e) si no se llega a determinar la identidad de los presuntos responsables, la Procuradora o Procurador General del Estado debe presentar la demanda de repetición en contra de la máxima autoridad de la entidad. (Sentencia No. 439-17-EP/23, CCE, 2023, p. 9)

	Se continua, en un primer momento, y se debe establecer que existen parámetros en que se evalúa el desempeño de un funcionario, y se establece como una parte inicial en que él mismo pueda omitir ciertas responsabilidades y deberes en el ejercicio de sus funciones, siendo esto una “una decisión intencional y deliberada de quien ejerce un cargo en el sector público, que consiste en la falta de actividad o resolución de determinada diligencia confiada a su despacho, con el fin de evitar su debido diligenciamiento” (Castro, 2025, p. 10).

	La referencia en descripción, establece una conducta injustificada de quien cumple un rol laboral en el sector público, pero esencialmente corresponde determinar qué es el dolo en relación con la acción judicial de repetición. El dolo debe ser entendido como la intencionalidad directa de causar daño o de obrar mal, a diferencia de la culpa, que es la actividad que se realiza u omite, pero sin la intención de causar daño (Carrillo, 2021).

	Entonces, la intención y la premeditación del servidor público lo conducen hacia una responsabilidad directa que se puede singularizar como dolo. Por su parte, la culpa grave constituye el otro presupuesto subjetivo de la acción de repetición, y se manifiesta en aquellas conductas negligentes del servidor público en el ejercicio de sus funciones, que, sin llegar a la intencionalidad propia del dolo, revelan una falta de diligencia incompatible con el estándar mínimo exigido a quien desempeña un cargo público. 

	Tal y como lo plantea Carrillo (2021), el derecho de repetición surge precisamente cuando el daño que el Estado ha debido reparar es imputable a hechos, actos u omisiones de los servidores públicos en el desempeño de sus cargos, siempre que estos hayan actuado con dolo o culpa grave, lo que permite al Estado recuperar la pérdida económica ocasionada. Lo dicho, establece un escenario que debe ser interpretado desde la perspectiva del derecho administrativo, por cuanto al referir que el dolo y la culpa grave aparecen como comportamientos negativos en el desempeño de las funciones de los servidores públicos, desde el ámbito jurisdiccional, representa los elementos esenciales a ser valorados y determinar la responsabilidad de los mismos, a través de una decisión judicial, ya que la regla que debe efectivarse en este tipo de procesos judiciales es que “se logre demostrar que el daño antijurídico ocasionado se presentó por su responsabilidad, ya sea por su actuar doloso o gravemente culposo, y en el periodo de tiempo en el cual se desempeñaban las funciones” (Mazo, 2021, p. 3).

	Por lo que, si los denominados dolo y culpa grave no son evidentes y tangibles en ningún momento de una identificación administrativa o jurisdiccional, el proceso judicial no encuentra una resolución positiva para los intereses del Estado. Continuando, se debe atender que lo referente a este juicio, se tramita en los Tribunales Contenciosos y Administrativos del Ecuador, a través del proceso ordinario que prevé el Código Orgánico General de Procesos (2015), siendo esta disposición judicial del derecho adjetivo, el que representa singularizar importancia en esta investigación, ya que claramente la norma prescribe en el artículo 328, que:

	En los casos en que la sentencia declare la responsabilidad de las autoridades, servidoras o servidores públicos en el desempeño de sus cargos o las personas de derecho privado que ejerzan potestad pública en virtud de concesión o delegación a la iniciativa privada, se ordenará que se inicie el proceso de repetición contra todos aquellos, quienes tendrán responsabilidad solidaria hasta la solución total de la obligación. (p.119)

	Como se puede observar, la vía judicial para activar un proceso de repetición la establece el Código Orgánico General de Procesos (2015), basado en la existencia de una declaración de responsabilidad que la debe hacer un juez o jueza en el trámite y finalización de un proceso judicial, en el que indefectiblemente debe estar presente el Estado como demandado, por ende, la probabilidad jurídica y real de conseguir esta declaración era un desafío en el derrotero jurisdiccional a nivel nacional que, conforme se fundamentará más adelante, encontró una serie complicación emanada de la misma Corte Nacional de Justicia. 

	La Resolución No. 14-2024 y su incidencia en la Acción Judicial de Repetición

	La CNJ emitió la Resolución No. 14-2024 (CNJ, 2024), orientada a fijar un límite jurisdiccional a las peticiones que el mismo Estado, buscaba para que se ejerciten los juicios de repetición en contra de los funcionarios judiciales. Esta situación condujo a que, existieron tres procesos judiciales que, en el contexto de su antecedente fáctico, buscaban la relación y declaratoria directa de los funcionarios públicos en la vulneración de derechos, en destituciones de algunos funcionarios, siendo los siguientes: 

	Proceso No. 13802-2016-00283: la presente causa, fue conocida por la Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Corte Nacional de Justicia, que luego del análisis respectivo resolvió administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la Constitución y las leyes de la República, resuelve rechazar el recurso de casación interpuesto por la Procuraduría General del Estado y, por lo tanto, decide no casar la sentencia dictada el 5 de abril de 2021, las 15h44, el Tribunal Contencioso Administrativo y Tributario con sede en el cantón Portoviejo. (p. 4)

	Esta decisión se emite considerando el proceso judicial iniciado por la destitución de funcionarios policiales, al ser separados de la Policía Nacional por un sumario administrativo. Se declaró la nulidad del procedimiento sancionador, disponiendo su reintegro, y la indemnización económica:

	Proceso No. 13801- 2015-00285: Este proceso en referencia, obtuvo la siguiente resolución por parte de la Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo y Tributario, que resolvió unánimemente: administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la Constitución y las leyes de la República, rechaza los recurso de casación interpuestos por la Procuraduría General del Estado y por el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Manta; y, en consecuencia, no casa la sentencia de viernes 2 de octubre de 2020, las 15h13, el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo y Tributario con sede en la ciudad de Portoviejo, dentro de la causa No. 1380120150028. (p. 5)

	Este caso en particular tuvo como inicio, la destitución de un servidor municipal del cantón Manta, el mismo que, posteriormente, demandó del control de legalidad de este sumario administrativo sancionador, obteniendo su reintegro y un pago de indemnización a su favor. 

	Proceso No. 13801- 2015-0011: En este proceso subjetivo, la Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo y Tributario resolvió: 

	Por todo lo expuesto, la Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia, administrando justicia en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la constitución y las leyes de la República, resuelve: RECHAZAR el recurso de casación interpuesto por la Procuraduría General de Estado, por lo que esta Sala Especializada NO CASA la sentencia expedida el 6 de julio de 2021, las 15h36, por el Tribunal Contencioso Administrativo y Tributario con sede en el cantón Portoviejo. (p. 5)

	Este proceso tuvo como antecedente factico, en que un servidor del municipio del cantón Pichincha, demandó que se lo reintegre a sus funciones, luego de que alegara el indebido proceso administrativo que se realizó en su contra. La decisión judicial de este caso en primera y única instancia, es que se lo restituyó a sus labores y se dispuso se paguen los valores que dejó de percibir. Como se observa en esta descripción de los casos de la Resolución 14-2024 (CNJ, 2024), el Estado por medio de sus representantes y abogados defensores, solicitó a los jueces de los Tribunales de Justicia que se declare la responsabilidad de los funcionarios que realizaron los procedimientos sancionadores de manera ilegal y arbitraria, a tal punto de haberse declarado la nulidad de los mismos. 

	Esta declaratoria, buscaba que se repitan los valores erogados por el Estado como indemnizatorios, en contra de quienes realizaron los procesos sancionadores que culminaron con la destitución de dichos funcionarios. No obstante, la Resolución del precedente judicial No. 14-2024 (CNJ, 2024), dispuso taxativamente: 

	En respeto a las garantías al debido proceso de los servidores públicos, en la resolución de las acciones subjetivas o de plena jurisdicción por las que se declare la ilegalidad o nulidad de actos administrativos, los tribunales contencioso administrativos no están facultados a declarar la responsabilidad personal de los servidores o agentes públicos que, presuntamente, hayan sido los causantes de tales vicios. En estos casos, las administraciones públicas deberán iniciar la acción judicial de repetición que corresponda, por cuerda separada. (p. 7)

	Por lo que por medio de esta decisión, el proceso judicial de repetición encontró una serie limitante a las expectativas que el ejercicio judicial espera respecto de que, por medio de una decisión judicial de repetición, el Estado recupere los recursos erogados por disposiciones judiciales, ya que, si bien su constitución y espíritu es constitucional y normativa, en la práctica es una “garantía esencial que ayuda a controlar y verificar la manera de actuación de los funcionarios en el cumplimiento de las funciones otorgadas por el Estado y de esta manera poder repetir en caso necesario contra ellos” (Carrillo, 2021, p. 717). 

	Este hecho que nace del seno de la Corte Nacional de Justicia, evidencia primeramente que es una resolución vinculante, ya que, si son tres casos los que tenían idéntica pretensión, identidad objetiva y subjetiva, por regla era la regla jurisprudencial de triple reiteración. Sin embargo, la decisión emitida no establece un impulso que requiere el juicio de repetición para solucionar un eventual momento en que se encuentren decisiones favorables al Estado. 

	Así las cosas, se advierte que la Resolución 14-2024 (CNJ, 2024), tiene un significado preponderante para soslayar y frenar la posibilidad de encontrar la declaratoria de responsabilidad que dicta el artículo 328 del Código Orgánico General de Procesos (2015), antes transcrito, ya que esta regla es clara, precisa y contundente; en el sentido de que es la administración pública la que debe determinar de manera adecuada cuál es el comportamiento indebido que debe ser considerado como doloso o con culpa grave a la hora de derivar al mismo hacia un juicio de repetición, sin que de que por medio, la administración de justicia se constituya en una herramienta esencial para conseguir la consecución del proceso de repetición.

	Esto en la práctica, compromete un razonable esfuerzo para el ente administrativo encargado de realizar una investigación previa para individualizar a quienes han causado la afectación patrimonial del Estado, aunque previamente la Sentencia No. 71-17-EP/22 (CCE, 2022), dispuso que “cuando la legitimación activa recae en la máxima autoridad, existe una obligación por su parte de realizar una investigación previa con el fin de identificar a las personas presuntamente responsables de la violación o violaciones de derechos” (p. 7), lo que significa que la denominada investigación previa, debe estar realizada con anticipación a la presentación de la demanda de repetición, para que la misma, al tratarse de una autoridad pública, pueda cumplirse con la formalidad de este trámite. 

	Retomando el criterio de las investigadoras Castro e Idrobo (2025) las mismas argumentan en cuanto a la Resolución 14-2024 (CNJ, 2024), que “cuando se planteen demandas subjetivas, en las que se busque la protección de derechos y garantías en el administrado, se analicen y tutelen únicamente los mismos, sin inmiscuir como tal la integridad personal y laboral del servidor público” (p. 21), lo que se traduce en una restricción para que el Estado recupere los recursos económicos desembolsados, al carecer del apoyo judicial que permitiría dicha recuperación. 

	Frente a esto, el proceso de repetición se convierte en un paradigma permanente en cuanto a los resultados judiciales, dado que por medio de esta resolución dicho proceso se aleja de encontrar un posible y eventual resultado a favor del Estado, porque a prima facie el precedente de la Corte Nacional establece la responsabilidad directa de la administración pública, pero sin evaluar si judicialmente, el juicio de repetición es viable y ejecutable. De ahí que, es importante mencionar lo que menciona la investigación de Martínez (2025) que expresa: 

	Puesto que tanto el accionar del Estado, como aquellas actuaciones de los servidores públicos, en el ámbito de sus competencias pueden ocasionar diferentes resultados, que generan responsabilidades al Estado, por ende, es menester analizar el punto de partida de estas relaciones jurídicas para entender el origen de esta acción. (p. 4) 

	En tal sentido, y conforme se ha razonado y referenciado en este proceso investigativo, los hallazgos investigativos son plausibles desde el sentido del derecho positivo, la responsabilidad de la administración pública, y las limitaciones de la administración de justicia en la acción de repetición. Desde un sentido analítico y real de lo concerniente al juicio de repetición, se tienen resultados que son coincidentes en establecer el profuso contenido normativo que respalda a esta institución jurídica, y esto es evidente desde el hecho de que la Constitución de la República (2008), y las normas legales como el Código Orgánico Administrativo (2017) y la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (2009), establecen el sentido de este procedimiento judicial. Así el cómo proceder en el ámbito administrativo y el escenario judicial cuando se requiera su proposición efectiva. 

	Frente a esta situación, el investigador Martínez (2025) rememora al decir que: “la dispersión legislativa en la regulación jurídica de la acción de repetición, tiene varios efectos, puede aumentar la complejidad y dificultar la comprensión para los ciudadanos, profesionales del derecho y otros actores involucrados” (p. 2). Asimismo, es destacable que, sobre este punto, la dispersión normativa sea un elemento negativo para definir la efectividad del proceso de repetición, ya que resulta innecesario que un proceso judicial tenga variadas fuentes de orientación legal para su fin, pero que, judicialmente, no existan casos que puedan ser descritos para medir la eficacia de su contenido legal. En esta parte es relevante y valioso el criterio de Cascante y Vaca (2021) quienes mencionan:

	Al revisar cada una de las normas aplicables, se puede advertir que existe una innecesaria regulación de un mismo derecho en diferentes cuerpos legales, atendiendo a diferencias que no son esenciales, pudiéndose en todo caso reducir a dos ámbitos: por un lado estaría la responsabilidad de los servidores judiciales, y por otro el de los demás funcionarios o servidores públicos. (p. 247)

	Asimismo, un desafío que se presenta en la aplicación del proceso de repetición, es que la investigación previa que debe hacerse para determinar un responsable del dolo o culpa grave, no es efectiva y que los funcionarios encargados de realizarla, no tienen una debida preparación en el conocimiento del derecho administrativo, y el plazo para realizarlo (20 días) es sumamente corto para su cumplimiento, lo cual se debilita al alcanzar una debida y plena identificación de uno o varios responsables. Esta situación debilita la posibilidad de presentar una demanda ordinaria de repetición, ya que debe constar en el resultado de la investigación previa que el dolo y la culpa grave estuvieron presentes a la hora de realizar un acto administrativo, contenida en la investigación previa. Esto se enfatiza con el aporte de Carrera et. al (2025) sobre este relevante hecho: 

	Las entidades encargadas de realizar estas investigaciones carecen de los recursos necesarios, lo que puede llevar a demoras y a una menor calidad en la recopilación de pruebas y en la elaboración de los informes necesarios. Los funcionarios públicos involucrados en casos de responsabilidad suelen mostrar resistencia a colaborar con las investigaciones. (p. 107)

	Continuando, y siendo el eje central de esta investigación, la Resolución No. 14-1024 (CNJ, 2024), es una decisión que se emitió para controlar y de cierta manera limitar la solicitud estatal de que los jueces o juezas, declaren la responsabilidad de un servidor o ex servidor al momento de cumplir sus funciones, dando como resultado, la vulneración de derechos de otros servidores. Este evento, debilita aún más el tránsito del proceso de repetición, y por ende, enerva la finalidad de dicho juicio, porque no se podría solicitar en los juicios en que se analicen los comportamientos de los funcionarios en que el Estado es demandado, para pedir la declaratoria de responsabilidad.

	Como se mencionó ut supra, el fallo de triple reiteración emitido por la Corte Nacional de Justicia, al ser vinculante, no puede inmutarse para cambiar o modificar su contenido, pese a que esta decisión debilita seriamente el alcance que busca el Estado para recuperar valores económicos erogados como reparaciones integrales que, desde la emisión de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (2009), se constituye en enormes valores dinerarios, que han causado un serio perjuicio, porque simplemente el proceso judicial de repetición, pese a estar instituido en la Carta Magna (2008), es solo letra y teoría, sin encontrar hasta el momento la decisión judicial. 

	Entonces, la Resolución No. 14-1024 (CNJ, 2024), fallo judicial vigente en el contexto judicial ecuatoriano, es contradictorio con lo antes analizado, respecto de la normativa que sustenta el proceso de repetición, ya que el máximo organismo de justicia ordinaria nacional, puso un serio límite para el mismo Estado que, por medio de este juicio, pueda recuperar los valores impuestos en decisiones ordinarios o constitucionales. De todo lo expuesto anteriormente, no es posible por el momento mencionar un caso específico en que un juicio de repetición haya alcanzado una sentencia a favor del Estado, y que por medio de la ejecución pertinente, se hayan retribuido del peculio de los funcionarios o ex funcionarios, algún recurso a favor del mismo. Por lo que esta investigación, si bien se nutre de una adecuada y pertinente información desde los ámbitos legales, jurisdiccionales, doctrinarios o investigativos, que son encomiosas al quehacer jurídico y a la academia, no encuentra una decisión judicial favorable que permita evaluar esta acción desde el sentido jurisdiccional.

	Conclusiones

	El análisis de la Resolución No. 14-2024 de la Corte Nacional de Justicia evidencia que, si bien la acción de repetición mantiene un sólido sustento constitucional y legal dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano, la configuración jurisprudencial vigente ha incrementado las exigencias para su procedencia, reduciendo su eficacia práctica como mecanismo de recuperación del patrimonio estatal frente a actuaciones dolosas o gravemente culposas de los servidores públicos. 

	La investigación confirma que la acción de repetición es una institución jurídicamente vigente pero materialmente ineficaz en el Ecuador. Para superar esta situación, se proponen las siguientes medidas: (i) reformar el Código Orgánico General de Procesos para clarificar el procedimiento y los plazos; (ii) establecer un estándar probatorio específico para el dolo y la culpa grave; (iii) ampliar el plazo de la investigación previa a 60 días; (iv) crear una unidad especializada en la Procuraduría General del Estado; y (v) permitir que la sentencia contencioso-administrativa pueda declarar incidentalmente la responsabilidad personal, sin perjuicio de la acción separada.

	El estudio del marco normativo y doctrinario demuestra que la acción de repetición presenta una dispersión regulatoria entre la Constitución, el Código Orgánico Administrativo, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y el Código Orgánico General de Procesos, circunstancia esta que genera dificultades interpretativas respecto de la acreditación del dolo y la culpa grave, lo que debilita la seguridad jurídica y la aplicación uniforme de esta institución. 

	Esta investigación permitió identificar que los principales obstáculos para la efectividad de la acción de repetición no son únicamente de naturaleza normativa, sino también procesal y probatoria. Entre ellos destacan la complejidad para demostrar el elemento subjetivo de responsabilidad, las limitaciones de la investigación administrativa previa, el reducido plazo para individualizar responsables y la inexistencia de criterios objetivos que permitan acreditar de manera suficiente el dolo o la culpa grave dentro del proceso judicial. 

	Finalmente, la investigación confirma que la acción de repetición continúa siendo una institución jurídicamente vigente, pero materialmente ineficaz en el contexto ecuatoriano, al no existir precedentes jurisdiccionales que evidencien una recuperación efectiva del patrimonio estatal mediante este mecanismo. En consecuencia, resulta necesario fortalecer los criterios normativos y jurisprudenciales sobre la determinación del dolo y la culpa grave, así como optimizar los procedimientos de investigación administrativa. 
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